
 

 

Señor 
JUEZ CONSTITUCIONAL 
Florencia, Caquetá. 
 
 REF:   ACCIÓN DE TUTELA. 

ACCIONANTE: MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO. 
ACCIONADO: GOBERNACIÓN DEL CAQUETÁ-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL. 
 

LUIS ALEJANDRO MONTAÑA ORTEGA, mayor de edad, domiciliado y residente en la 
ciudad de Florencia, Caquetá, identificado con la cédula de ciudadanía número 
80.871.143 de Bogotá D.C. y abogado titulado con tarjeta profesional número 177.031 
del C. S. de la J., obrando en mi condición de Defensor Público adscrito a la Defensoría 
del Pueblo Regional Caquetá, y agente oficioso de la señora MARÍA DORIS DELGADO 
ALVARADO, mayor de edad, domiciliada y residente en el municipio de Cartagena del 
Chairá, Caquetá, identificada con la cédula de ciudadanía número 40.765.834, de 
manera comedida, ante Ud. acudo en ejercicio de la acción de tutela que consagra el 
artículo 86 de la Constitución Nacional, a exponer los siguientes: 
 

HECHOS 
 

1. La señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO es una persona de 55 años y es madre 
cabeza de familia.  

 
2. Según historia clínica y certificado por medicina laboral, los cuales se aportan con 

este escrito, la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO presenta los siguientes 
diagnósticos: 
 
DIABETES MELLITUS TIPO I 
HIPERTENSION ESENCIAL 
HIPOACUSIA NEUROSENSORIAL 
AMETROPIA PROGRESIVA 
GLAUCOMA 

 
3. La señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO está siendo tratada medicamente de 

manera estricta con el fin de controlar los diagnósticos descritos, razón por la cual 
debe someterse de manera periódica a la realización de exámenes clínicos. 

 
4. La cobertura de los servicios de salud está a cargo del FONDO ASISTENCIAL DEL 

MAGISTERIO DEL CAQUETÁ LIMITDA (FAMAC), por lo menos hasta la fecha en que 
permanecía vinculada con la Secretaría Departamental de Educación del Caquetá. 

 
5. El núcleo familiar de la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO está conformado 

por su señora madre e hijos, siendo uno de ellos JORGE IVAN HOME DELGADO quien 
nació con síndrome down y por el cual tiene a cargo su cuidado personal, tal como 
puede apreciarse con el acta número 35 de la Comisaría de Familia de Cartagena del 
Chairá. 

 
6. Los dineros para solventar los gastos de manutención y sostenimiento propios y  de 

su núcleo familiar provenían de su condición de docente adscrita a la planta global 
de la Secretaría de Educación Departamental del Caquetá, actividad que 
desarrollaba en el I.E.R. LA SARDINATA sede ANDAKI del municipio de Cartagena del 
Chairá, Caquetá. 

 
7. La señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO fue nombrada en provisionalidad en el 

cargo de docente mediante Decreto 1774 del 9 de julio de 2010 y destinada a cumplir 



 

 

su labor en la I.E.R. LA SARDINATA sede ANDAKI del municipio de Cartagena del 
Chairá, Caquetá, encargada del área de primaria. 

 
8. Mediante Decreto 001458 del 12 de julio de 2021, el Gobernador del Caquetá dio por 

terminado el nombramiento en provisionalidad en el cargo docente que desempeñó 
la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO desde el año 2010. 

 
9. Con anterioridad a la terminación del nombramiento en provisionalidad que tenía 

como docente de la I.E.R. LA SARDINATA, la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO 
solicitó a la Secretaría de Educación Departamental la protección laboral reforzada 
por sus problemas de salud sin que la entidad haya procedido a reubicar a la docente. 

 
10. La señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO, en virtud de los problemas de salud 

que advirtió a la demandada, debió haber sido reubicada con el fin de garantizar la 
continuidad de los tratamientos médicos para cada uno de los diagnósticos 
señalados. 

 
11. La entidad demandada desconoció el derecho a la protección laboral reforzada de 

que era titular la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO dada su condición de 
salud. 

 
12. La señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO presenta condiciones especiales de 

salud que permiten sustentar la protección del derecho al trabajo, al mínimo vital y 
a la protección laboral reforzada, pues de lo contrario la continuidad en el 
cumplimiento estricto de los tratamientos médicos iniciados para cada uno de los 
diagnósticos se pueden ver truncados, lo que sin duda alguna pone en riesgo la salud 
y vida de la docente. 

 
13. La señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO requiere de manera urgente que la 

entidad demandada la reintegre al cargo que venía desempeñando con el fin de 
obtener ingresos que le permitan subsistir y cubrir los gastos que tanto ella como su 
grupo familiar requieren para solventar los gastos familiares y de salud, en especial, 
aquellos relacionados con los tratamientos médicos dispuestos por los médicos para 
el tratamiento de cada uno de los problemas de salud que padece. 

 
De acuerdo con lo anterior, hago la siguiente: 

 
PETICIÓN 

 
Amparar los derechos fundamentales a la protección laboral reforzada por la condición 
de salud, al mínimo vital, al trabajo y a la seguridad social vulnerados a la señora MARÍA 
DORIS DELGADO ALVARADO. 
 
Ordenar a la GOBERNACIÓN DEL CAQUETÁ-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 
a reintegrar a la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO. 
 
Ordenar a la GOBERNACIÓN DEL CAQUETÁ-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 
a que efectúe el pago de los salarios y demás emolumentos salariales que ha dejado de 
percibir la señora MARÍA DORIS DELGADO ALVARADO desde la fecha de su desvinculación 
hasta la fecha de reintegro (sin solución de continuidad) al cargo que venía 
desempeñando o a uno de igual categoría ubicado en un lugar que le permita acceder 
fácilmente a servicios de salud. 
 

DERECHO 
 
Artículo 86 de la Constitución Nacional. 



 

 

PRECENTE Y REGLA JUDICIAL VIGENTE 
 
En sentencia T-099 de 2020 de la Corte Constitucional, frente a la protección laboral 
reforzada por situación de salud, se dijo: 
 
4. La estabilidad laboral reforzada de las personas en situación de debilidad 
manifiesta por condiciones de salud. Reiteración jurisprudencial. 
  
Marco normativo que origina el concepto de la estabilidad laboral reforzada 
  
4.1. El artículo 13 de la Constitución Política resalta la igualdad de las personas ante la 
ley, siendo deber del Estado propender por unas condiciones dignas para que ese 
mandato sea realizable. Dice la Corte que: “el principio de igualdad pasa de ser un 
simple concepto jurídico meramente formal, para convertirse en un criterio dinámico, 
que debe interpretarse de conformidad con las circunstancias particulares que rodean 
a cada persona, buscando con ello el logro de una igualdad material y no formal”[46]. No 
hay duda que dentro de éste enunciado tienen cabida los sujetos de especial protección 
constitucional, que por sus condiciones de debilidad manifiesta sean merecedores del 
resguardo que solicitan a través de la tutela[47]. 
  
4.2. Particularmente, el artículo 53 superior promueve la protección integral a  la 
estabilidad laboral de los trabajadores, reforzada en el caso del empleado que, por su 
especial situación, llegue a padecer de las consecuencias negativas de 
una desvinculación abusiva[48]. En ese sentido, la Corte desarrolló el concepto de 
igualdad en las relaciones laborales, el cual consiste en que en atención al principio de 
solidaridad, presente en toda relación laboral y en armonía con los mandatos superiores, 
se permite a las partes aceptarse como sujetos de derechos constitucionales que 
pretenden llevar un plan de vida con unos estándares mínimos, en donde el Estado y la 
sociedad[49] deben contribuir, aún más, en los casos de desigualdad, debilidad física o 
psíquica o por la falta de oportunidades, que retardan o entorpecen el logro de aquellos 
objetivos[50]. 
  
4.3. De manera enfática, el artículo 54 superior añade que es obligación estatal y de 
los empleadores el capacitar y dotar de habilidades profesionales y técnicas a quienes 
lo necesiten. Asimismo, el Estado debe facilitar la ubicación laboral de los individuos en 
edad productiva y garantizar a las personas en condición de discapacidad el derecho a 
un trabajo que reconozca sus diversidades[51]. 
  
4.4. En resumen, se le impone al Estado (i) una obligación de hacer que consiste en 
“remover todos los obstáculos que en el ámbito normativo, económico y social 
configuren efectivas desigualdades de hecho que se opongan al pleno disfrute de los 
derechos de estas personas”[52]; y otra, (ii) una obligación de no hacer evitando 
“adoptar o ejecutar medidas administrativas o legislativas que lesionen el principio de 
igualdad de trato” [53]. A lo anterior, también se le conoce con el nombre de acciones 
afirmativas[54]. 
  
4.5. La jurisprudencia constitucional[55] indica que la garantía de la estabilidad laboral 
reforzada protege a mujeres embarazadas[56], a personas con fuero sindical[57], a madres 
cabeza de familia y a personas con discapacidad o en condición de debilidad manifiesta 
por motivos de salud. Por la metodología propuesta en el problema jurídico a resolver, 
se ahondará en ésta última categoría; por tanto, para este grupo específico, la 
protección consiste en la seguridad de continuidad en el empleo, después de 
descubierta la limitación física o psíquica, como una forma sui generis de permanencia 
en el puesto, atendiendo a las especiales aptitudes del individuo[58]. 
  



 

 

4.6. Bajo las anteriores premisas, el Legislador expidió la Ley 361 de 1997 “por la cual 
se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación” que en 
su artículo 26[59] estableció la estabilidad laboral reforzada para el trabajador en 
condición de discapacidad como un derecho derivado del contrato de trabajo. La Corte 
describe la importancia de esta norma con las siguientes palabras, así: 
  
“Quien contrata la prestación de un servicio personal, con o sin subordinación, debe 
tener presente que adquiere con la persona que se lo presta una relación relevante a 
la luz de la Constitución, pues adquiere el deber de actuar con solidaridad cuando las 
circunstancias se lo requieran, y sus relaciones deben entonces trascender el principio 
de utilidad que en general es válido observar en los actos contractuales que desarrolle, 
y en las relaciones patrimoniales de disposición de sus bienes económicos. Una persona 
en condiciones de salud que interfiera en el desempeño regular de sus funciones se 
encuentra en condiciones de debilidad manifiesta no solo porque esto puede exponerla 
a perder su vínculo, como lo muestra la experiencia relacionada en la jurisprudencia 
constitucional, sino además porque le dificulta la consecución de una nueva ocupación 
con base en sus facultades, talentos y capacidades humanas, que le depare los bienes 
suficientes para satisfacer sus necesidades básicas, con lo cual está en riesgo no solo su 
estabilidad y su dignidad, sino incluso su propia subsistencia, y su seguridad social”[60]. 
  
Evolución jurisprudencial 
  
4.7. Fue una demanda ciudadana contra el último inciso del artículo 26 de la Ley 361 
de 1997 la que dio lugar para que la Corte, con la expedición de la sentencia C-531 de 
2000[61], declarara exequible la norma, bajo el entendido que la desvinculación que 
realice la empresa no será eficaz, así ésta haya efectuado el pago de la indemnización 
al trabajador en condición de discapacidad, si con anterioridad no se agotó el trámite 
de obtención de la autorización ante la Oficina de Trabajo. En este escenario, tal 
desembolso efectuado se constituye en una sanción para el empleador, mas no en la 
posibilidad para éste de despedir sin justa causa a un empleado en condición de 
discapacidad[62]. 
  
4.8. A partir de ese momento, esta alta Corporación ha conocido una infinidad de casos, 
en donde se ha mantenido una línea pacífica, en torno a la protección del derecho a la 
estabilidad laboral reforzada. Así, por ejemplo, en la sentencia T-1040 de 2001[63] se 
protegió a una mujer que fue despedida sin justa causa por haber acumulado más de 
180 días de incapacidad sin haber sido declarada en condición de discapacidad, por una 
enfermedad que a pesar de haber sido tratada, no se obtuvieron los resultados 
esperados al no ser reubicada en otro cargo como lo había recomendado su médico 
tratante, ordenándole al empleador el reintegro y la reubicación y capacitación en un 
cargo acorde a sus condiciones actuales. 
  
4.8.1. En otra sentencia, la T-519 de 2003[64], se protegió el derecho a la estabilidad 
laboral reforzada de un empleado vinculado mediante un contrato a término indefinido 
en una empresa de comunicaciones, que adquirió una enfermedad laboral al estar 
expuesto continuamente a los rayos solares, por lo que su médico tratante ordenó una 
reubicación laboral en un cargo de oficina, por esta razón, al poco tiempo fue despedido 
sin justa causa. 
  
4.8.2. Con alguna similitud a los casos en estudio, la sentencia T-198 de 2006[65] protegió 
el derecho a la estabilidad laboral reforzada de un hombre que sufrió un accidente de 
trabajo y al cabo de varias incapacidades posteriores al suceso, se le diagnosticó 
tendinitis de extensores de muñeca postraumática y síndrome de túnel carpiano 
moderado grado III –de origen laboral-, a lo cual su médico hizo recomendaciones 
laborales que la empresa no acató, así como tampoco la sugerencia de reubicarlo y 
procedió a despedirlo sin justa causa. En este sentido, el fallo en comento, dijo que no 



 

 

era necesario que el accionante tuviera calificación de pérdida de capacidad laboral 
para acceder a la protección que brinda el último inciso del artículo 26 del a Ley 361 de 
1997; así como también diferenció los conceptos de invalidez con el de discapacidad, 
ya que no son sinónimos[66]. 
  
4.8.3. En sentencia T-518 de 2008[67], de manera más precisa y clara, se señaló que la 
protección a la estabilidad laboral reforzada también abarca a personas en que se 
comprueba que su estado de salud influyó en su despido, y no solamente a individuos 
con alguna discapacidad ya calificada. En aquel momento, la Corte afirmó que: “el 
trabajador que en desarrollo de la prestación de sus servicios ve menguados tanto su 
estado de salud como su capacidad de trabajo, como consecuencia, por ejemplo, de un 
accidente de trabajo o una enfermedad profesional, de forma tal que deba ser 
considerado como una persona puesta en condiciones de debilidad manifiesta”[68].   
  
4.8.4. Asimismo, en sentencia T-490 de 2010[69], en uno de los casos acumulados, se 
protegió el derecho a la estabilidad laboral reforzada de una enfermera que había 
adquirido una enfermedad profesional con ocasión de un accidente de trabajo al 
caérsele una camilla de pacientes encima de su hombro derecho, por lo cual la empresa 
no le renovó su contrato de prestación de servicios interrumpiendo así, su tratamiento 
médico. 
  
4.8.5. En la sentencia T-461 de 2012[70] se conoció de la acción de tutela interpuesta 
por una empleada de un centro hospitalario, vinculada por una Cooperativa de trabajo 
asociado, despedida tras haber estado incapacitada por más de 180 días continuos por 
una patología común. Para esa oportunidad se protegió el derecho a la estabilidad 
laboral reforzada y el derecho a la seguridad social de la accionante[71]. 
  
4.9. Como se ha visto, la Corte Constitucional, en aras de garantizar los derechos 
fundamentales de aquellas personas en similares circunstancias pero bajo otras 
modalidades de contratación profirió la sentencia SU-049 de 2017[72], en la que señaló 
que la estabilidad laboral reforzada, como forma de protección, también se hace 
extensible a otras modalidades de vinculación, en especial, de los contratos de 
prestación de servicios, específicamente llamándola estabilidad ocupacional reforzada; 
es decir, a aquellos que no tienen naturaleza laboral, yendo más allá al reiterar que, 
éste beneficio no requería que el empleado tuviera una calificación de pérdida de 
capacidad laboral, en ninguna de sus modalidades, ya fuera moderada, severa o 
profunda[73]. 
  
4.10. La justificación de la protección indicada sobrevino, porque en desarrollo de la 
Ley 361 de 1997, se expidió el Decreto 2463 de 2001[74], el cual delimitó el ámbito de 
protección de las personas en condición de discapacidad, de acuerdo al porcentaje 
otorgado por la respectiva junta calificadora de invalidez; así, una pérdida de capacidad 
entre el 15% y el 25% se le llamaría moderada, la pérdida del 25% al 50% se le 
denominaría severa, y a la pérdida mayor del 50% se le nombraría profunda. 
Clasificación que sirvió para que se interpretara de manera restrictiva[75] y quedaran 
desprotegidas las personas con una limitación en su capacidad de trabajo inferior al 
15%; tal como lo demostró la sentencia T-351 de 2003[76]. 
  
4.11. Más adelante, la sentencia C-200 de 2019 evidenció que la postura de la Corte 
Suprema de Justicia, en relación con el derecho a la estabilidad ocupacional reforzada, 
no es exclusiva de la Ley 361 de 1997, ni limitada a quienes han sido calificados con 
pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda. Por el contrario, se ha 
señalado: “que la garantía en mención es predicable de todas las personas que tengan 
una afectación en su salud que les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de 
sus labores en condiciones regulares”[77]. 
  



 

 

4.12. No obstante, como ya se dijo, en garantía de los derechos fundamentales, la Corte 
Constitucional otorgó a aquellos individuos en estado de debilidad manifiesta que no 
tenían una calificación de pérdida de capacidad laboral o que teniéndola, ésta no 
superaba el 15%, el beneficio de la estabilidad laboral reforzada, basado en la valoración 
de las pruebas allegadas al proceso que evidenciaran verdaderamente que su estado de 
salud afectaba desfavorablemente la correcta ejecución de las actividades o 
funciones[78]. 
  
4.13. De acuerdo a lo anotado, en aquellos eventos en que se logre demostrar 
probatoriamente que la merma en el estado de salud del trabajador estropea el normal 
desempeño de sus funciones, y aún sin que medie un dictamen previo que acredite la 
discapacidad, en virtud del beneficio de la estabilidad laboral reforzada por la situación 
de debilidad manifiesta, el despido o desvinculación se convierte en ineficaz cuando la 
razón obedezca a esas condiciones del trabajador[79]. 
  
4.14. En la práctica, la garantía de la que gozan los trabajadores a la estabilidad laboral 
reforzada, cuando han logrado demostrar debidamente sus circunstancias de debilidad 
manifiesta en razón a su estado de salud, cobija dos aspectos: en primer lugar, la 
inequívoca restricción al patrón de finalizar el vínculo contractual con ocasión de la 
discapacidad del colaborador sin autorización del Ministerio del Trabajo; y por otro lado, 
la reubicación en otro cargo de llegar a ser necesaria. Ahora, la protección otorgada por 
la Constitución y la Ley no es absoluta, ya que el empleador puede obtener el permiso 
ante la Oficina de Trabajo del modo establecido en el último inciso del artículo 26 de 
la Ley 361 de 1997; en consecuencia, en caso de verificarse el cumplimiento de una 
causal objetiva de desvinculación, el retiro del trabajador será legal[80]. 
  
4.15. En caso contrario, el mismo parágrafo referido trae una sanción para el 
empleador, equivalente a 180 días del salario que deberá pagar al trabajador, sin 
perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que haya lugar, puesto 
que carece de validez el despido o terminación del contrato por motivos de salud, en el 
caso que no medie permiso previo del Inspector de Trabajo. Lo anterior se da en 
virtud de la más reciente jurisprudencia constitucional en la materia, pues la sentencia 
C-200 de 2019[81] declaró exequible el numeral 15 del literal A) del artículo 62 del Código 
Sustantivo del Trabajo, “en el entendido de que el despido del trabajador de su empleo 
o terminación del contrato por razón de su estado de salud, sin autorización del 
Ministerio del Trabajo, no produce efectos jurídicos y solo es eficaz en la medida en 
que se obtenga la respectiva autorización”[82]. 
  
4.16. En aras de que la protección aludida sea real y efectiva, la Corte contempla revisar 
la condición del empleador y la flexibilidad de gestión de su equipo de trabajo para 
efectuar el reintegro y/o la reubicación del empleado protegido[83]. 
  
4.17. Acorde con lo expuesto, se concluye que se ignoran los principios constitucionales 
de igualdad y solidaridad, cuando se comprueba un manejo distinto o discriminatorio 
hacia sujetos en condición de debilidad manifiesta por motivos de salud y a las 
calificadas como personas en situación de discapacidad, sin importar el porcentaje, y 
con independencia del vínculo contractual convenido entre las partes, por no acudir al 
procedimiento establecido ante la Oficina de Trabajo[84]. 
  
4.18. Por último, en atención a esas condiciones de debilidad manifiesta, y a que 
algunos de esos trabajadores pueden tener un dictamen definitivo de pérdida de 
capacidad laboral, o en otros eventos, que todavía se encuentre en estudio el 
porcentaje de disminución de la capacidad de trabajo y exista una expectativa legitima 
frente a la misma, en cuanto a que el empleado pueda llegar a tener derecho a algunas 
prestaciones económicas a cargo de la ARL, es necesario indicar que a los empleadores 



 

 

les cabe un deber de colaboración y asistencia para hacer el acompañamiento ante esas 
eventuales reclamaciones de índole económico. 
 

JURAMENTO 
 
La demandante me ha informado que por los mismos hechos de que trata este asunto, 
no ha promovido otra acción de tutela ante ninguna autoridad judicial. 

 
 

PRUEBAS 
 
Decreto 1774 de 2010. 
Acta de posesión. Decreto 1458 de 2021. Acta de cuidado personal. 
Historia clínica de MARIA DORIS DELGADO ALVARADO. 
Orden médica de iridotomía con láser. 
Informe quirúrgico. 
Certificación por medicina laboral. 
 

NOTIFICACIONES 
 
El suscrito las recibirá en la Carrera 6 # 16-09, barrio 7 de agosto de Florencia, Caquetá. 
Correo electrónico: alejandromo.notificaciones@gmail.com  
 
 
Atentamente, 
 
 
LUIS ALEJANDRO MONTAÑA ORTEGA 
C. C. No. 80.871.143 de Bogotá D.C. 
T. P. No. 177.031 del C. S. de la J. 

 

 






























































